
Bucaramanga, 2 de diciembre de 2022 

 

 

Señor 

Juez Constitucional  

Bucaramanga 

 

Referencia:          Acción de tutela  

Accionante:         Clodomiro Vargas Álvarez 

Accionado:          Credivalores S.A. 

 

 

CLODOMIRO VARGAS ALVAREZ  ident i f icado con la cedula de ciudadanía 

13.834.054 de Bucaramanga, de manera respetuosa  y de conformidad con el 

art ículo 86 de la Constitución Polít ica,   presento ACCIÓN DE TUTELA en 

contra de CREDIVALORES S.A  por la  vulneración de mis derechos al 

DEBIDO PROCESO  y PETICIÓN  generada con base en los siguientes  

 

I .HECHOS 

 

Primero: En el año 2021 adquir í tar jeta CREDI UNO  VISA #401093000734 por 

el valor de SETECIENTOS MIL PESOS $ 700.000 para compra de un celular.  

 

Segundo:  El 28 de marzo de 2022 culmine mi obl igación pagando la últ ima 

cuota por el valor de CIENTO TREINTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS SETENTA  

Y UNO  PESOS $136.871. Prueba de ello aporto la  “ l iquidación para pago 

total” emit ida por CREDIVALORES.  

 

Tercero: El 27 de mayo de 2022 me informaron que no había culminado mi 

obl igación pues debía pagar un seguro voluntar io  por el valor de VEINTICINCO 

MIL CUATROCIENTOS TRES PESOS $25.403 .  

 

Respecto del seguro mencionado, debo informar que  hasta el 27 de mayo de 

2022 tuve conocimiento del mismo, pues nunca se advirt ió por el asesor  de 

CREDIVALORES de la existencia del mismo y no manif ieste que deseaba 

adquir ir lo. No obstante, con la f inal idad de cumplir mis obl igaciones 

credit ic ias, pagué el valor indicado por la ent idad a través de EFECTY al 

convenio 110143 (se adjunta recibo). Igualm ente procedí a l lamar a l # 344  a 

comunicar mi deseo de cancelar  de inmediato el seguro. En razón a mi 

sol ic itud un asesor me suministro  el radicado #3031306.  

 

Cuarto: El 31 de mayo de 2022 presenté en las instalaciones de 

CREDIVALORES S.A.  de la  Calle 36 N. 32-89 de Bucaramanga, DERECHO 

DE PETICION sol ici tando  la cancelación de la tarjeta CREDIUNO por el 

cumplimiento total de la obl igación adquir ida.  (Se adjunta pet ic ión)  



 

Quinto :  A la fecha CEDIVALORES S.A. no ha emit ido respuesta alguna  a mis 

dos sol ic itudes. Yo consideré que ante el si lencio ya había quedado culminada 

mi relación contractual,  no obstante, el día 23 de sept iembre de 2022 me l legó 

un mensaje de texto al celular por parte de la ent idad accionada indicándome 

que debía el valor de  CINCUENTA Y CUATRO MIL PESOS ($54.000).  

 

Sexto :  El 25 de noviembre de 2022 acudí a las instalaciones del 

CREDIVALORES S.A. de la  Calle 36 N. 32-89 de Bucaramanga para averiguar 

lo que sucedía. Al l í  me informaron que a la fecha debo la suma de CIENTO 

TREINTA Y UN MIL DOCIENTOS CINCUENTA PESOS ($131.250) en razón a 

que “no cancelé la tarjeta CREDIUNO” pues supuestamente no existía  

solicitud al respecto ,  manteniendo una postura dominante y sin brindarme la 

asesoría necesar ia respecto de mi s ituación, pese a que suministré el derecho 

de pet ición presentado y radicado con sello  de CREDIVALORES.  

 

Séptimo: Por todo lo anterior, no cuento con otro medio de defensa , viéndome 

en la obl igación de acudir al Juez Constitucional para que ampare mis 

derechos al debido proceso y a la petic ión.  

 

Octavo:  Señor juez me he esforzado en mantener una vida credit icia 

intachable, cumpliendo con cada uno de los compromisos f inancieros 

adquir idos, no obstante, temo que ante la negl igencia de la entidad accionada 

se me pueda real izar un reporte en las centrales de r iesgo por situaciones que 

no se deben a mi falta de compromiso, sino a la inef iciencia de la ent idad para 

proceder a la cancelación de la tarjeta y el seguro en el momento en que se 

sol ic itó.  

 

Noveno:  este es un caso en el que se puede evidenciar la posición dominante 

que ha ejercido la entidad f inanciera quien no ha atendido a mis 

requerimientos de cancelación de los servicios adqu ir idos pese a las 

petic iones realizadas. Debo recalcar señor juez, que Lleva más de seis meses 

sin responder mi sol ic itud y ha cont inuado generándome cobros sin sustento 

alguno, pues manif iesto bajo la gravedad de juramento que no he ut i l izado la 

tarjeta para ningún t ipo de compra.  

 

Por todo lo anterior, de manera respetuosa, elevo las siguientes  

 

I I .PRETENSIONES 

 

PRIMERO: que  se tutelen mis derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO  

y PETICIÓN   los cuales fueron vulnerados por CREDIVALORES S.A.  

 

SEGUNDO: que se dé trámite de inmediato a mis sol ic itudes presentadas ( i)  

el 27 de mayo de 2022 de forma verbal a través del # 344 en la que sol ic ite la 

cancelación del seguro voluntar io y ( i i)  el 31 de mayo de 2022 petic ión escrita 

en la que sol ic ité cancelación de la tarjeta CREDIUNO VISA #401093000734.  



 

TERCERO: Que se me libere del pago de los dineros adeudados actualmente 

con CREDIVALORES S.A en atención a que se deben al periodo en el que ya 

se había sol ic itado la cancelación de los servi c ios adquir idos. 

 

CUARTO: Que se suspenda cualquier trámite de reporte ante Centrales de 

Riesgo hasta tanto no se establezca la veracidad d e la deuda con 

CREDIVALORES S.A.  

 

I I I .FUNDAMENTO JURIDICO 

 

Sentencia T- 230 2020 

 

4.5.1. Caracterización del derecho de petición. El artículo 23 de la Constitución 

dispone que “[t]oda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las 

autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.” 

Esta garantía ha sido denominada derecho fundamental de petición, con el cual se 

promueve un canal de diálogo entre los administrados y la administración, “cuya fluidez 

y eficacia constituye una exigencia impostergable para los ordenamientos organizados 

bajo la insignia del Estado Democrático de Derecho”[40]. De acuerdo con la 

jurisprudencia constitucional, esta garantía tiene dos componentes esenciales: (i) la 

posibilidad de formular peticiones respetuosas ante las autoridades, y como correlativo 

a ello, (ii) la garantía de que se otorgue respuesta de fondo, eficaz, oportuna y 

congruente con lo solicitado. Con fundamento en ello, su núcleo esencial se 

circunscribe a la formulación de la petición, a la pronta resolución, a la existencia de 

una respuesta de fondo y a la notificación de la decisión al peticionario. 

 

4.5.2. Formulación de la petición. En virtud del derecho de petición cualquier 

persona podrá dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades, ya sea verbalmente, 

por escrito o por cualquier otro medio idóneo (art. 23 CN y art. 13 CPACA). En otras 

palabras, la petición puede, por regla general, formularse ante autoridades públicas, 

siendo, en muchas ocasiones, una de las formas de iniciar o impulsar 

procedimientos administrativos. Estas últimas tienen la obligación de recibirlas, 

tramitarlas y responderlas de forma clara, oportuna, suficiente y congruente con lo 

pedido, de acuerdo con los estándares establecidos por la ley[41]. En tratándose de 

autoridades judiciales, la solicitud también es procedente, siempre que el objeto del 

requerimiento no recaiga sobre procesos judiciales en curso[42]. 

  

4.5.2.1. Las peticiones también podrán elevarse excepcionalmente ante 

organizaciones privadas. En los artículos 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011, 

modificados por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015[43], se estipula que cualquier 

persona tiene el derecho de formular solicitudes ante entidades de orden privado 

sin importar si cuentan o no con personería jurídica[44], cuando se trate de garantizar 

sus derechos fundamentales. En el ejercicio del derecho frente a privados existen 

iguales deberes de recibir, dar trámite y resolver de forma clara, oportuna, suficiente 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-230-20.htm#_ftn40
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-230-20.htm#_ftn41
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-230-20.htm#_ftn42
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-230-20.htm#_ftn43
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-230-20.htm#_ftn44


y congruente, siempre que sean compatibles con las funciones que ejercen[45]. En 

otras palabras, los particulares, independientemente de su naturaleza jurídica, son  

asimilables a las autoridades públicas, para determinados efectos, entre ellos, el 

relacionado con el derecho de petición. 

 

IV.NOTIFICACIONES 

 

 

Recibiré not if icaciones al correo electrónico varcomi@hotmail .com Calle 148 

# 22-16 Vi l la Mayorca Flor idablanca y al teléfono 300-510-7951 

 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

  

 

 

Clodomiro Vargas Alvarez  

c.c.  13.834.054  

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-230-20.htm#_ftn45
mailto:varcomi@hotmail.com


 

 



 

 

 

 

 



 



 

 

 



 

 


